[image: image13.bmp]


Contraportada

INDICE
4INTRODUCCION


5METODOLOGIA


6ANTECEDENTES HISTORICOS DE LA CONFLICTIVIDAD POR LA TENENCIA DE LA TIERRA EN HONDURAS


13CONTEXTO GENERAL DE LA PAZ


15Hidroeléctricas en  La Paz


20Minería en  La Paz


23Conflictos agrarios en La Paz


26Denuncias comunitarias


32Referentes del movimiento Social en La Paz


33Casos de violación a derechos humanos denunciados


34Conclusiones


36Bibliografía Consultada




INTRODUCCION

Para junio del 2017, CEHPRODEC publico el trabajo del investigador Carlos Padilla denominado “Estado actual de la conflictividad agraria por la tenencia de la tierra y el uso de los bienes naturales en La Paz, Honduras”

Dos años después, se requiere revisar ese trabajo a fin de mantener actualizado el análisis de la situación conflictiva alrededor de los bienes naturales en este departamento con una amplia mayoría de población indígena lenca.

Este trabajo es justamente la descripción de los principales elementos encontrados en el cumplimiento de esa tarea.

Se debe considerar, durante la lectura del documento, que definimos CONFLICTO (y los derivados del término) como aquella situación en que los actores involucrados en determinado problema, por el uso y usufructo de bienes naturales, están violentamente confrontados, se manifiestan acciones de procesamientos, amenazas de muerte e incluso asesinatos. Además que desde los actores, especialmente los que tienen el poder sobre los bienes comunes, emprenden campañas mediáticas a fin de desprestigiar los reclamos de los grupos sociales vulnerables y sus liderazgos.

Lo anterior se deriva de que al entrevistar líderes y lideresas, muchos/as califican como conflicto algunos reclamos de tierras, u otros bienes, pero que en realidad están aún en etapa de reclamo legal, administrativo o solo es un deseo de proteger, defender o garantizar un bien pero que aún no tienen enfrentamiento con opositores a sus reclamos.
Por ejemplo, un grupo campesino o un consejo indígena, presenta al Instituto Nacional Agrario una solicitud de adjudicación de determinado terreno que puede o no estar en poder de un particular, pero que aparentemente esa posesión es rebatible y una actuación, desde la justicia o desde lo administrativo, puede ser favorable para quien reclama. Es decir, no se presentan aun situaciones de confrontación entre demandantes y demandados. Claro es posible que esa situación derive en un conflicto, pero aún no llega a esa categoría.
Así, en esta actualización, procuraremos concentrarnos en aquellos conflictos que efectivamente están causando tensiones sociales en el departamento de La Paz, independiente de la existencia de casos si no son debidamente atendidos por el Estado podrían derivar en conflictos.

Jesús Garza
METODOLOGIA
Además de la lectura detenida del trabajo realizado en el 2017, la principal acción metodológica ha sido la recopilación de información que poseen organizaciones sociales, especialmente ONGs que actúan en el departamento, así como organizaciones campesinas e indígenas.

Esto implico leer también varios estudios sobre el tema, entre otros destacamos el realizado por el antropólogo Nelson Mejía para el Centro de Desarrollo Humano (CDH) “Diagnóstico participativo sobre la situación indígena y campesina, en el marco de sus derechos territoriales y democráticos, con enfoque generacional y de género”
 en lo que corresponde al departamento de La Paz y el libro “84 meses de Reforma Agraria” publicado en segunda edición a finales del 2018 por el Instituto Hondureño de Desarrollo Rural (IHDER)

Otra acción fue revisión de las publicaciones de prensa relacionadas a la conflictividad en La Paz, así como asistencia a encuentros de organizaciones indígenas y reuniones de defensores y defensoras de derechos humanos.

Durante el proceso de recolección de información se realizaron entrevistas a líderes/as campesinos/s e indígenas, pero también a técnicos/as, con énfasis en antropólogos y abogados/as, que han participado en tramites agrarios y/o defensa de acusados/as por acciones reivindicativas de bienes naturales.

ANTECEDENTES HISTORICOS DE LA CONFLICTIVIDAD POR LA TENENCIA DE LA TIERRA EN HONDURAS

Es muy difícil entender la conflictividad por la tenencia de a tierra y los bienes comunes en general, sino se comprende a grandes rasgos los orígenes del acaparamiento que subyace como causa de la pobreza y la inequidad en Honduras.

Recordemos brevemente que antes de la conquista española (1502 a 1536 D.C) los pueblos autóctonos ya tenían importantes niveles de organización social, puesto que habían sido parte de imperios indígenas (toltecas, mayas especialmente). Si bien es cierto que aun practicaban la recolección de frutos y caza de animales silvestres, su principal actividad era la agricultura
  y eran tributarios de cacicazgos regionales, además que realizaban intercambios de bienes bajo el sistema de trueque de productos en un incipiente modelo de comercio que abarcaba diferentes regiones del país. Es decir, la tierra y el agua eran sus principales medios de vida.

La conquista española consistió sobretodo en quitar la tierra a los indígenas como recurso de dominación. La tierra y los indígenas se convirtieron en los principales medios de producción para los conquistadores y en los documentos coloniales se reflejan conflictos de estos con la corona española por la exigencia de estos recursos.

De hecho, a partir del año 1512, los conquistadores usaron como argumento jurídico el “Requerimiento de Palacios”
 para apoderarse de la tierra y los indígenas como sus esclavos.

Tres figuras coloniales aseguraron el dominio español y su control sobre la tierra y los bienes comunes: la Composición, el Repartimiento y la Reducción.

En un principio los capitanes de los conquistadores repartían entre sus tropas la tierra arrebatada, ordenaban medirla por caballerías
. Para 1542 se establecieron las Leyes Nuevas
 que se aplicaron en el Reino de Guatemala (en el que se ubicaba Honduras) a partir de 1547 y desataron una serie de conflictos por la tenencia de la tierra y los indígenas, pues en ellas les ordenaban a los conquistadores la composición de sus tierras, esto no era más que establecer las medidas exactas de sus posiciones a fin de que la corona pudiera cobrar los tributos, pero también liberaba a los indígenas de la esclavitud y la encomienda
. Esto último resulto en graves protestas en todo el reino de Guatemala ante la negativa de los conquistadores a desprenderse de la mano de obra gratuita
. El conflicto se saldó a favor de los conquistadores, oficialmente desapareció la esclavitud pero se creó la figura del repartimiento. Los indígenas dejaron de ser esclavos pero no pasaron al trabajo asalariado, sino a trabajos forzados por temporadas para los conquistadores
. 
Para poder ejecutarse el repartimiento, el sistema colonial estableció la reducción. Esto no es más que concentrar (reducir) a los indígenas en pueblos, conformados al estilo español de la época, en los cuales fuera posible tenerlos a disposición para el repartimiento. Cada domingo, después de misa, se leía el listado de los terratenientes a quienes los indígenas estaban obligados a trabajar durante la semana. Los pueblos de indios, como se les llamaba, recibieron adjudicación de tierras comunes donde los habitantes podían cultivar, recoger leña o cazar para pagar los tributos a la corona. Es decir trabajaban gratis para los conquistadores además de tener que trabajar para pagar los tributos al rey.
Muchos indígenas rechazaron, obviamente, vivir en poblados y se ubicaron en aldeas y comunidades pequeñas en las montañas, donde muchas veces fueron buscados, atrapados y/o asesinados por los conquistadores.
De allí el origen de los pueblos de Honduras y su infinidad de comunidades, especialmente en el departamento actual de La Paz donde indígenas Lencas, Care y Pipiles terminaron poblando montañas en tierras poco fértiles, cultivando laderas y alejados de los centros poblacionales importantes, pobreza a cambio de libertad, mientras los conquistadores y sus descendientes habitaban y explotaban valles y tierras fértiles.
La legislación colonial reconocía solo dos tipos de propietarios o adjudicatarios de tierras, los españoles y los indígenas, pero con el surgimiento de los mestizos
, hijos/as de españoles con indígenas, la demanda por tierras y recursos aumento considerablemente.

El esquema colonia perduro hasta muchos años después de la independencia (1821) pues esta fue impulsada por los criollos
 que no cambiaron las relaciones de producción y mantuvieron la tierra como recursos principal, y aunque abandonaron el repartimiento como forma de explotación a los indígenas, siempre les mantuvieron mediante argucias y controles económicos como mano de obra barata en sus cultivos extensivos de añil y cochinilla
 que fueron los principales rubros de exportación durante la época colonial y los primeros años de independencia.

No fue sino hasta en la época de la Reforma Liberal, 1880 a 1890, cuando se introducen pequeños cambios en la estructura de tenencia de la tierra con la creación de Lotes Familiares que se adjudicaban a la población empleada en las plantaciones de café, cacao y caña de azúcar a fin de que tuvieran donde sembrar granos basicos. Un especie de rancherías en las cercanías de las fincas que ya se había practicado con los mestizos durante la época colonial.

Posteriormente, a principio del siglo XX, con la creación de municipios, se establecieron ejidos, en general sobre las tierras comunes que antaño la colonia había asignado a los pueblos de indios como se les llamaba originalmente. 

En los años posteriores se mantendría la asignación de lotes a familias campesinas que los solicitaban, especialmente a adeptos a los partidos políticos tradicionales (Liberal y Nacional) que mantenían una constante guerra civil, y a sus parciales les recompensaban con tierras para las familias, a veces tierras ociosas, otras las que le confiscaban a los contrarios. Las montoneras, como se les llamo a las refriegas entre los partidos tradicionales, duraron 40 años, de 1890 a 1933, en la mayoría de los casos liderazgos apoyados por diferentes compañías bananeras que aspiraban a más y mejores concesiones. Las montoneras acabaron cuando las compañías entraron en componendas comerciales y se unificaron, colocando en el poder del país a Tiburcio Carias Andino, durante 16 años, y por ello le denominaron el pacificador de Honduras
. La asignación de estos lotes tenía como condicionante la prohibición de venderlos.

En 1954, después de la huelga bananera que motivo la organización sindical y campesina de Honduras, se promovió la idea de colonias agrícolas en diferentes regiones del país, las más conocidas fueron la de Salamá en el departamento de Colon y la de Monjaras, en  Choluteca, aunque también los hubieron en Las Guanchías, Yoro y en Lean, Atlántida

En 1961, el gobierno liberal de Ramón Villeda Morales decreto la ley reforma agraria que incluyo la creación del Instituto Nacional Agrario (INA). Mas con la intención de ampliar la frontera agrícola que de expropiar a los grandes latifundistas, entre los cuales se contaba a las compañías bananeras. La ley de reforma agraria no paso de crear el INA y apoyar algunas colonias agrícolas que con el apoyo de Estados Unidos en su programa Alianza para el Progreso, se convirtieron en cooperativas agrarias.
La reforma agraria de Honduras toma relevancia durante el gobierno militar reformista de 1972 a 1976, en el marco de su Plan Nacional de Desarrollo, durante el cual se implementa el decreto No.8 del gobierno militar para la expropiación de las tierras ociosas atendiendo la demanda del fuerte movimiento campesino de entonces. Se implementa un tibio proceso de reforma agraria con el decreto 70 de 1974 que regula la expropiación y coloca al INA como instancia de investigación formación y asesoría a empresas asociativas campesinas y cooperativas agrarias. De esta época surge lo que se denominará en adelante como el sector reformado.

De esa ley se rescatan los siguientes contenidos:

· Se utilizarían todas las tierras del Estado con potencial ganadero o agrícola para la Reforma Agraria.

· Se afectarían las tierras ejidales y nacionales otorgadas a privados que no estuvieran explotadas de manera adecuada.

· Se utilizarían para efectos de reforma agraria todas las tierras que no estuviesen cumpliendo su función social.

· Utilizar las tierras que, sin exceder los límites establecidos por la ley, no estén suficientemente trabajadas.

· Serían elegibles para expropiar todos los predios obtenidos por medio de arrendatarios, subarrendatarios, aparceros, medieros y otras formas de explotación indirecta.

· No serían expropiables las fincas menores a 50 hectáreas que estén totalmente explotadas, ni las tierras con cultivos tales como: banano, plátano, caña de azúcar, palma africana, café, piña, cítricos y tabaco.

· El INA recuperaría el dominio de todos los “lotes de familias” otorgados con anterioridad al decreto No. 2 de 1962 en los casos siguientes: o por haber sido enajenados o gravados a cualquier título o por estar siendo explotados en forma indirecta, o por haber sido abandonados por sus titulares, o por encontrarse en poder de personas que no sean hondureñas por nacimiento.

Este proceso trajo consigo una relativa estabilidad en medio de una región que se desangraba por guerras civiles provocadas por la incapacidad de resolver sus problemas sociales. En los primeros 2 años en que se impulsó el proceso de reforma agraria se crearon 623 asentamientos, favoreciendo a 140,000 personas y se afectaron 108,496 manzanas de tierra. Asimismo se creó el catastro nacional para conocer qué tierras eran favorables a la reforma agraria y tener una mejor administración de las tierras nacionales.

En los años posteriores a 1976, cuando la dirección del Estado cambio mediante un golpe de barracas
 la reforma agraria decayó. A pesar que en la constitución de la republica de 1982 adquiere carácter constitucional
 no se implementó, y prácticamente desapareció en 1992 con la emisión de la Ley para la Modernización y Desarrollo del Sector Agrícola (LMDSA)
 que terminan condicionando la expropiación a la existencia de sobre techos, permitiendo la compra y venta de tierras asignadas por la reforma agraria y pasando la solución de conflictos agrarios de los administrativo (INA) a lo judicial.  

Esta ley se enmarca en el Reajuste Estructural de la Economía con el que se inicia la implementación del modelo neoliberal en el país. La tierra se vuelve mercancía y por eso creó un ambiente propicio para la privatización de las tierras que habían sido reformadas y pone fin a la reforma agraria por las siguientes consideraciones:

· La Reforma Agraria deja de ser la prioridad para el gobierno de la República que promueve la inversión extranjera para el procesamiento de textiles con privilegios arancelarios.
· Se facilita el mercado de tierras rurales, bajo el concepto de libertad económica y atracción de inversiones, generándose un movimiento de contrarreforma agraria al quedar las cooperativas y empresas asociativas campesinas con la posibilidad de o  enajenar tierras obtenidas bajo el anterior marco legal, acompañado de un proceso de disminución de la institucionalidad del INA, reducción de los créditos agrícolas y privatización de los servicios de capacitación y asistencia técnica.[image: image1.png]



· Se estableció como minifundio todo predio menor a 1 hectárea, cuando la legislación anterior consideraba como minifundio a los predios inferiores a 5 hectáreas. Esto para facilitar su titulación para posterior venta o enajenación.[image: image2.png]
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· La LMDSA legaliza el arrendamiento de tierras, tanto de los terratenientes como de los grupos campesinos del sector reformado. Supuestamente para motivar la coinversión entre el sector reformado y los inversionistas privados.
De acuerdo a lo anterior, podemos decir que con la llegada del modelo Neoliberal, se culminaron los intentos de reforma agraria y se desreguló el mercado de tierras. Incluso la LMDSA incluía la creación de un banco de tierras para compras directas a través del INA.

 En resumen, la tierra y bienes naturales estuvieron siempre en posesión y control de los conquistadores y sus descendientes. Nunca se realizó una reforma agraria que cambiara plenamente la forma de tenencia y uso de los recursos, con lo cual, la demanda de los mismos o su defensa por quienes los ocupan, ha sido fuente de constantes conflictos. 

Si bien en la costa norte de Honduras, con la aparición de las compañías bananeras, este esquema de posesión de la tierra, de carácter feudal, desapareció ante el auge capitalista, en el departamento de La Paz continuo intacto, con la variante que después de 1990, por el compromiso internacional de cumplir con el Convenio 169 de la OIT, algunas antiguas tierras pobladas por lencas, fueron tituladas a favor de comunidades y municipios indígenas.

Un elemento importante que destacar en La Paz, es la adopción del café como producto de exportación. Es aquí donde se encuentran los primeros indicios de producción de café para exportar, cultivo impulsado por emigrantes alemanes, alrededor del año 1887, en las cercanías de Marcala, principal población del departamento en sus zonas de montaña o de la sierra. Los grandes terratenientes pasaron a ser grandes productores de café, pero también muchos pequeños/as propietarios e indígenas incorporaron el café como su producto para la venta. La demanda internacional y ciclos de precios altos para este rubro fueron los motivos suficientes para incursionar en su cultivo y comercio con importantes éxitos. 

CONTEXTO GENERAL DE LA PAZ

El departamento de La Paz se ubica en la zona centro occidental de Honduras, teniendo frontera, al sur, con la Republica de El Salvador, y es colindante con los departamentos de Comayagua, Francisco Morazán, Intibucá y Valle.
Su extensión territorial es de 231,000 Kilómetros cuadrados, con una población aproximada de 300,000   habitantes en su mayoría de origen Lenca, distribuidos en 19 municipios.

De su territorio, únicamente un pequeño porcentaje es de vocación agrícola, puesto que algunos de sus municipios (La Paz, Cane, San Sebastián, San Juan, San Antonio del Norte) son parte del fértil valle de Comayagua. El resto de municipios están diseminados en territorios montañosos con vocación forestal. De allí que la principal actividad económica, a nivel departamental, sea la caficultura. El cultivo de café en la zona data desde finales del siglo XIX y han desarrollado denominaciones de origen por la buena aceptación de su café en el mercado internacional. 
En los municipios montañosos, además del café, se practica agricultura en laderas donde se cultivan granos básicos, hortalizas y cría de animales domésticos, especialmente aves y vacunos para el sustento familiar y venta en mercados locales tanto en La Paz como en la cercana república de El Salvador.
Los intentos de reforma agraria que se desarrollaron en Honduras durante la década de los años 70 del siglo pasado, no afectaron al departamento de La Paz por lo que la tenencia de la tierra muy poco ha cambiado desde la época colonial y la subsiguiente etapa de independencia.

Lo anterior, debido en primer lugar, a que la reforma agraria concentro esfuerzos en la zona norte del país, región de valles fértiles, pero fundamentalmente porque no se desarrolló un movimiento campesino o indígena capaz de exigir la reforma.

Sin embargo, podemos decir que a partir de 1985 se organizaron varios grupos campesinos, especialmente de la Central Nacional de Trabajadores del Campo (CNTC) la Asociación Nacional Campesina de Honduras (ANACH) y la Asociación Campesina Nacional (ACAN), especialmente en el valle de Comayagua donde el Instituto Nacional Agrario (INA) les adjudico tierras y desarrollaron cultivos para la exportación, con énfasis en mangos y hortalizas chinas (arvejas). La CNTC emprendió algunas acciones organizativas en zonas montañosas, particularmente en los municipios de San José, San Pedro Tutule y Santa María. Posteriormente, por divisiones internas, derivaron otras organizaciones en la zona, como la Unión de Trabajadores del Campo (UTC)
En la década de 1990 se inicia en Honduras la aparición de movimientos indígenas, y en La Paz, además del Consejo Coordinador de Organizaciones Indígenas (COPIN), surge la Organización Nacional Indígena Lenca (ONIL) y muy posteriormente el Movimiento Indígena Lenca de La Paz (MILPAH). Originalmente, los movimientos indígenas se desarrollaron en la exigencia de adjudicación, titulación y garantía de las tierras ancestrales en cumplimiento del Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo (169-OIT) para pueblos indígenas y tribales al que ratificóó su adhesión el Estado de Honduras. De hechos, varios municipios recibieron títulos comunitarios tribales sustentándose en ese convenio y administrados por Consejos Indígenas.
La implementación del neoliberalismo como teoría económica para el desarrollo, basándose en la concesión de territorios para la minería, generación de energía, turismo y la apertura comercial, permitió que los grupos económicos dominantes pusieran su interés en el departamento de La Paz, que además de algunos minerales,  cuenta con importante producción y caudal de aguas susceptibles a la generación de energía hidroeléctrica, con la ventaja de estar aledaña a la interconexión centroamericana al ser fronterizo con El Salvador.

El golpe de Estado del 2009, permitió a sectores económicos, vinculados al Partido Nacional, acceder a posiciones de poder desde donde se adjudicaron concesiones y autorizaciones para la construcción y explotación de represas hidroeléctricas, con énfasis en los municipios de San José, Santa María y Santa Elena.

La controversial reelección presidencial auspiciada por el Parido Nacional, aceptada e impuesta por el gobierno norteamericano y mediante un cuestionado proceso electoral, significó la consolidación en el país de esa visión de desarrollo basada en la concesión de territorios denominada extractivista  por su formas de explotación de recursos, afectando los ámbitos sociales, económicos, y culturales de un determinado  territorio a fin de la explotación de  bienes naturales, a la vez que implica  la destrucción de ecosistemas, biodiversidad y el tejido social.

Así, a partir de este contexto, la lucha de los diferentes sectores sociales del departamento, pasan a la defensa de territorios, incrementándose, por el poder acumulado por grupos oligárquicos dominantes, la conflictividad alrededor del control y acceso a bienes naturales, especialmente tierra, bosque y agua.
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Panorámica de la calle de acceso a Santiago Puringla, La Paz (Fotografía de Jesús Garza)

Hidroeléctricas en La Paz

A finales del año 2009, hubo una reconfiguración de la jurisdicción legal del Estado y de su institucionalidad. Esto abrió la puerta al incremento de concesiones territoriales al capital privado nacional e internacional como un medio fácil para recapitalizar el Estado que había sido sancionado por la comunidad internacional tras el golpe de Estado. De esa forma el gobierno de facto de Roberto Micheletti derogó los decretos 001-96 y 158-09 que prohibían la instalación de hidroeléctricas en áreas protegidas mediante el decreto 233-10.

Este marco legal permitió que se otorgaran varias concesiones hidroeléctricas en el departamento de La Paz sin consultar a los pueblos indígenas, violentando las disposiciones del convenio 169 de la OIT que establecen la consulta previa, libre e informada de todo proyecto que se pretenda desarrollar en territorio indígena.

De esa forma se concesionaron 4 Hidroeléctricas en el Departamento de La Paz que han generado varios conflictos con las organizaciones Lencas, incluyendo la criminalización de líderes/as (demandas legales por delitos como la asociación ilícita), que derivan en persecución, represión e incluso asesinato de dirigentes nunca debidamente investigados y quedan en la impunidad.

La situación no ha variado sustancialmente desde el estudio realizado por CEPRODEC entre 2016 y 2017.
Es decir, se mantienen como las que generan mayor conflictividad:

Proyecto Hidroeléctrico sobre el rio Negro y su afluente el rio Chinacla, es propiedad de la Empresa Hidroeléctrica La Sierra S.A de C.V en una concesión por 15 años. Ha devenido en conflictividad con pobladores/as de los municipios de San José y Santa Elena (aunque también en Colomoncagua, San Marcos de la Sierra y Concepción en el departamento de Intibucá)

Proyectos Hidroeléctricos Aurora I y Aurora II. Ambos adjudicados a la Empresa Aurora S.A de C.V. El primero con una concesión por 30 años y generando oposición en el municipio de San José por el acaparamiento de aguas en la zona de Aguacatal y El Zapotal. El segundo, una concesión por 20 años en aguas del municipio de Guajiquiro.

Proyecto Hidroeléctricos Chunte I y Chunte II sobre el rio Santiago. La empresa beneficiada con esta concesión por 30 años es la Compañía Eléctrica Centroamericana. Su adjudicación ha generado resistencia en pobladores de Santiago Puringla, especialmente los de la comunidad de Sasagua.

En todos los casos de hidroeléctrica se identifica que su concesión sin consultas previas e informadas, así como incumplimiento de las empresas al prometer realizar acciones de reforestación, conservación ambiental y electrificación. Las comunidades afectadas manifiestan sufrir de escases de agua potable y de agua para riego de sus cultivos.
A partir del incremento en la lucha contra las concesiones en el departamento de La Paz, se han ido registrando una serie de hechos violentos que hacen sospechar sobre la existencia de un sistema de represión, tanto velado como institucional, sobre quienes se oponen a la instalación de megaproyectos.

Todavía son referentes de la conflictividad los hechos ocurridos entre el 2015 y 2016, aparentemente el periodo de mayor conflictividad, que afectaron a miembros de comunidades indígenas que realzaron actos de resistencia, incidentes provocados por agentes privados o por agentes estatales.

Entre enero y diciembre del 2015, 7 personas fueron asesinadas en circunstancias no esclarecidas pero que pueden interpretarse como mensajes de disuasión para los consejos indígenas y el Movimiento Indígena Lenca de La Paz (MILPAH) por haberse opuesto a varios proyectos hidroeléctricos en el departamento de La Paz. La mayoría de estos asesinatos se dieron en el municipio de Santa Elena2.

En el año 2016 se realizó un allanamiento de morada violento en contra de la lideresa indígena llamada Ana Miriam Romero3 y otras personas en el que miembros de la policía entraron preguntándole por armas. En este hecho resultaron heridas varias personas, niños traumatizados y dos mujeres embarazadas afectadas por la irrupción violenta de la policía. Una de ellas perdió a su bebé y la otra, Ana Miriam Romero, tuvo que ser hospitalizada.

Luego de eso, fue incendiada una choza ubicada en los terrenos donde el esposo de Ana Miriam Romero tenía una milpa
  y que le servía para almacenar su producción agrícola.

Estos incidentes, más el hostigamiento constante de la policía provocaron que a 14 personas de la organización MILPAH se les otorgaran medidas cautelares por parte de Comisión Interamericana de Derechos Humanos en noviembre del 2015.
Estas acciones de represión y hostigamiento hacia miembros de la población indígena y miembros del movimiento MILPAH coinciden con los años en que los movimientos sociales opusieron mayor resistencia a las concesiones de territorios.

Para el 2019 se percibe una especie de tensa calma, un aminoramiento de la conflictividad. Esto puede deberse a 2 factores:

La diputada Gladys Aurora López, principal promotora de la hidroeléctrica y esposa del gerente de esas empresas en el departamento, ha tenido un declive político. Por un lado dejo de ser la presidente del Comité Central del Partido Nacional que controla el Congreso, y por otro, ha sido señalada de actos de corrupción que la obligan, aunque goce de impunidad, a mantener un perfil bajo y evite confrontaciones directas con la población.

Pero también se debe decir, que los movimientos indígenas de la zona, principales opositores a las concesiones, alcanzaron un mayor nivel de visibilidad ante la sociedad hondureña, especialmente MILPAH que ha recibido la solidaridad de importantes organizaciones como la Coordinadora Nacional de Organizaciones y Redes ambientalistas (CONROA). Es decir, lo que sucede en los municipios de la sierra de La Paz, ya no pasan desapercibidos ante los medios de comunicación.

Muy probablemente en los próximos meses se genere conflictividad en el municipio de Santiago Puringla, donde una nueva concesión para hidroeléctrica está en curso. Sin embargo, ante la oposición de la población, la Corporación Municipal, en cabildo abierto celebrado el 16 de agosto del 2019, se declaró Municipio Libre de Hidroeléctricas y Minería
. Esta declaratoria muy posiblemente sea apelada por los inversionistas que intentaran echar para atrás las decisiones municipales que a su criterio contravienen la legislación nacional. La oposición de la población continuara y la conflictividad resurgirá por este tema en el departamento.
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Palacio Municipal de Santa María, La Paz (Fotografía de Jesús Garza)
.

Minería en La Paz

En los últimos dos años se han identificado tensiones por la presencia de compañías mineras en comunidades del municipio de La Paz: Minitas, Pacheco y Piedras de Afilar.

También en Granadillas, municipio de Cane, así como en El Pacayal, Chinacla.

Se trata de concesiones a la empresa MINAS ESTRELLAS DORADAS S. de R.L que se supone trabajaría minería artesanal pero que también genera contaminaciones por el uso de químicos para la separación de metales.
Para los/as lideres/as sociales, las autorizaciones para la operación de esta minera, fueron concedidas por la Municipalidad de Cane, sin tomar en cuenta las opiniones de los demás municipios que serán afectados por la contaminación: San José, Santa María, Santiago Puringla, San Pedro Tutule y Chinacla.
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Encuentro de Pueblos Indígenas en Marcala, La Paz (Fotografías de Hugo Suazo. CDH)

Conflictos agrarios en La Paz

En la actualidad, la principal fuente generadora de conflictos en el departamento, lo constituye la adjudicación, concesión, construcción y operación de hidroeléctricas. Aunque también prevalecen conflictos por tenencia de la tierra, delimitación de territorios municipales y titulación de tierras tribales.
Acceso a la tierra

Además de los conflictos identificados en el estudio anterior, uno nuevo se identifica en la comunidad de Las Crucitas, Santa María: el Estado no ha otorgado título comunitario al Consejo Indígena. La no garantía de la tierra ha provocado que la municipalidad pretenda construir un crematorio. Las autoridades municipales argumentan que compraron el terreno a particulares, el Consejo insiste en que son tierras ancestrales que les deben ser tituladas conforme al 169 de la OIT.

Delimitación territorial

Ya en el estudio anterior se identifica el caso de Nahuaterique, antiguamente perteneciente a El Salvador, que una vez anexado a Honduras por fallo de la Corte Internacional de La Haya, su territorio se ha adjudicado a 4 municipios: Santa Elena, Yarula, Cabañas y Marcala. Esto ha generado mucha indisposición entre pobladores, que originalmente gozaban de doble nacionalidad pero ahora les exigen inscribir sus descendientes en los municipios mencionados, perdiendo no solo la doble nacionalidad sino también posibilidades de decidir sobre su territorio en el manejo y usufructo de bienes comunes, especialmente agua y bosques amenazados por concesiones.

Ahora también, las comunidades de Upe, Cerro Grande, La Trinidad, Miratoro, Nueva San Francisco y Guayabal que históricamente pertenecen al municipio de Santa María, resulta que por un acuerdo gubernamental, sin consultarles, ahora aparecen formando parte del municipio de San Pedro de Tutule.

El acuerdo ha generado inconformidad y tensión en las comunidades mencionadas. Según opinión de técnicos de ONGs y líderes comunitarios, detrás de la decisión está el favorecer a la empresa Aurora S.A de C.V con más concesiones para hidroeléctricas.
En este ámbito de tensiones agrarias, el 4 de febrero del 2019, fuerzas policiales desalojaron a 17 familias campesinas y les destruyeron sus casas, cultivos de granos y parte de su plantación de café en la comunidad de Lepaguare, San Pedro de Tutule.

Las familias ocupaban desde hace 9 años un predio de aproximadamente 75 manzanas. El terreno lo reclama como propio la abogada Ana Besy Bustillo Castellanos, que se supone heredo de su difunto padre su padre Enrique Bustillo Ochoa.

Desde la ocupación de la tierra, las familias han sido hostigadas y acusadas de usurpación. Ante esto han recurrido a la denuncia ante organismos de derechos humanos y al no ser atendidas sus demandas recurrieron a protestar tomándose la carretera que desde la cabecera departamental conduce a la ciudad de Marcala, siendo brutalmente reprimidos por la policía que hizo uso de bombas lacrimógenas. En la destrucción de cultivos participaron unos 20 civiles que cargaban motosierras y fueron resguardados por los policías. Según testigos, estos últimos hicieron disparos de bala viva para atemorizar a la población campesina entre los que se encontraban menores de edad. 
El desalojo obedeció a una orden judicial en demanda promovida por la abogada Bustillo Castellanos
.
REGISTROS DE CASOS AGRARIOS DE COMUNIDADES INDIGENAS Y GRUPOS CAMPECINOS PRESENTADOS ANTE EL INSTITUTO NACIONAL AGRARIO (INA) PARA ADJUDICACION DE TIERRAS Y/O TITULOS

	N°
	NOMBRE
	EXPEDIENTE
	SITUACION

	1
	ASOTRAM
	226585
	Esta para resolución vía judicial en Juzgado de letras Márcala.

	2
	EACP. EL SEMBRADOR 
	105684
	Secretaria INA, Tegucigalpa, para Resolver Adjudicación 

	3
	CIL. LAS MINITAS
	101941
	Está en la oficina del INA Comayagua para revisión  y emitir resolución 


	4
	GRUPO DE FAMILIAS UNIDAS 
	497.58/213
	Se remitió al ICF, por el INA,  para inspección de campo 

	5
	GRUPO NUEVA ALIANZA 
	104008

2014
	Está en la secretaria INA, Comayagua, en revisión para emitir resolución para adjudicar.

	6
	GRUPO NUEVA JUVENTUD 
	S/N
	Está en la secretaria del INA Comayagua, requiere  realizar inspección de Campo

	7
	CONSEJO INDIGENA EL OCOTAL (CL)
	S/N
	Está en la unidad de proyectos de seguridad alimentaria, INA Comayagua 

	8
	CIL. EL OCOTAL 
	22 expedientes presentados al INA 
	Solicitud de 22 títulos de propiedad ante INA Comayagua 

	9
	GRUPO LOS TRIUNFADORES 
	44.530

Y 103295
	Está en la Secretaria del INA Tegucigalpa. Sin resolución desde el 2010


Denuncias comunitarias
MAPEO DE DENUNCIAS COMUNITARIAS POR CONCESIONES DE TERRITORIOS

	N°
	Organización
	Comunidad 
	MUNICIPIO
	Entidad ante la que se interpuso la DENUNCIA 
	CASO 

	1
	Consejo Indígena Lenca 
	UPE 
	Santa María 
	Fiscalía de la Etnias 
	Exigencia de declaratoria o cumplimiento de declaratoria como zona de reserva a Cerro Grande, Tutule.

	2
	Consejo Indígena Lenca
	La Trinidad 
	Santa María 
	Fiscalía 
	Demanda a la municipalidad de Tutule por violación de Territorio 

	3
	Consejo Indígena Lenca
	Miratoro
	Santa María 
	Fiscalía de las Etnias 
	Demanda a la municipalidad de Tutule por violación de Territorio

	4
	Consejo Indígena Lenca 
	Nueva San Francisco 
	Santa María 
	Fiscalía de las etnias 
	Violación de Territorio

	5
	Consejo Indígena Lenca
	Las Torres
	Santa María 
	Fiscalía las Etnias 
	Violación de Territorio

	6
	Consejo Indígena Lenca 
	Planitos 
	Santa María 
	Zona de Reserva Cerro Grande 
	Violación de Territorio 

	7
	Consejo Indígena Lenca 
	Las Crucitas 
	Santa María 
	INA Comayagua 
	Defensa de Territorio Caso Agrario 

	8
	Consejo Indígena Lenca 
	El Ocotal 
	Santiago de Puringla 
	Fiscalía de las Etnias 
	Contra Reserva Hidroeléctrica Lepasale

	9
	Consejo Indígena Lenca 
	Sasagua 
	Santiago de Puringla 
	Fiscalía de las Etnias 
	Represa Hidroeléctrica CECA 

	10
	Consejo Indígena Lenca
	Granadilla 
	Santiago de Puringla
	INA, Fiscalía el Ambiente 
	Defensa de Territorio Zona de Reserva Cordillera de Montecillo 

	11
	Consejo Indígena Lenca
	Cancire 
	Santiago de Puringla
	Fiscalía de las Etnias 
	Defensa de territorio Zona de Reserva Cordillera de Montecillo 

	12
	Consejo Indígena Lenca
	Llano de la Cruz
	Santiago de Puringla
	Fiscalía el Ambiente
	Defensa de territorio Zona de Reserva Cordillera de Montecillo

	13
	Empresa Asociativa Campesina Nueva Alianza 
	Rancho de Jesús 
	Santiago de Puringla 
	INA 
	Defensa de Territorio 

	14
	Consejo Indígena Lenca
	El Astillero 
	La Paz 
	Fiscalía del Ambiente e ICF 
	Defensa de territorio Zona de Reserva Cordillera de Montecillo

	15
	Consejo Indígena Lenca
	Piedras de Moler 
	La Paz 
	Fiscalía del Ambiente 
	Defensa de territorio Zona de Reserva Cordillera de Montecillo

	16
	Consejo Indígena Lenca
	Las Minitas 
	La Paz 
	Fiscalía de las Etnias 
	Contra empresa Minera, Defensa de Territorio 

	17
	Consejo Indígena Lenca
	Piedras Parada Coyolito 
	La Paz 
	Fiscalía del Ambiente ICF 
	Defensa de territorio Zona de Reserva Cordillera de Montecillo

	18
	Consejo Indígena Lenca
	Brisas del Cerro
	Chinacla 
	
	Defensa de territorio Zona de Reserva el Jilguero. Mineria

	19
	Consejo Indígena Lenca
	Tierra Colorada 
	Chinacla 
	
	Defensa de territorio Zona de Reserva el Jilguero

	20
	Consejo Indígena Lenca
	Cerro de Hule 
	Chinacla 
	
	Defensa de territorio Zona de Reserva el Jilguero

	21
	Consejo Indígena Lenca
	El Llanón 
	Chinacla 
	
	Defensa de territorio Zona de Reserva el Jilguero
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Foro con defensores y defensoras de territorios en Santiago Puringla
(Fotografías de Jesús Garza)
Referentes del movimiento Social en La Paz

Hasta la fecha, encontramos 3 organizaciones referentes de la situación conflictiva en el departamento:

Movimiento Indígena Lenca de La Paz (MILPAH). Su presencia es notoria en 13 comunidades en los ámbitos jurisdiccionales de los municipios de: Santa María, San José, Chinacla, Marcala y Santa Elena. Su organización comprende Consejos Indígenas Locales, Municipales y un Consejo Indígena Departamental. Cada Consejo Indígena Local tiene diversos Comités: Finanzas, Ambientales, Soberanía Alimentaria, jóvenes, niñez, mujeres y en algunos municipios Comité de Acompañamiento a defensores de derechos humanos

La Unión de Trabajadores del Campo (UTC). Esta organización, de carácter campesino con demandas de acceso y/o garantía a la tierra, aglutina también a indígenas. Actúa en comunidades de los municipios de La Paz, San Pedro Tutule, Santiago Puringla, Santa María, San José, Chinacla y Santa Elena.. Sus modalidades organizativas más visibles son grupos campesinos, empresas asociativas campesinas y consejos indígenas. En algunas acciones reivindicativas acompañan a los movimientos indígenas.
La Central de Trabajadores del Campo (CNTC) ha disminuido su presencia en el departamento, pero aún podemos encontrar empresas asociativas campesinas y comunidades agrarias en los municipios de San José, San Pedro Tutule, Santa María y Santiago Puringla.
Las anteriores son organizaciones sociales referentes en la defensa de territorios, con más o menor presencia y acción. Es de señalar que aun encontramos algunas comunidades organizadas en el Consejo Coordinador de Organizaciones Indígenas (COPIN) en los municipios de La Paz, San José y Chinacla, así como del Consejo Indígena Comunitario (CINC) pero su actuación es bastante limitada o poco frecuente en la defensa de territorios.

No obstante, también funcionan otras organizaciones como Redes de Mujeres, Comités de Salud, Sociedad de Madres y Padres de Familia, Juntas Administradoras de Agua, Patronatos, Grupos productores de café y otros cuyos objetivos no necesariamente coinciden plenamente con las organizaciones mencionadas, aunque por el impacto de las concesiones y explotaciones en algunos casos pueden ser aliados o aparecen actuando conjuntamente en la defensa de territorios.

Casos de violación a derechos humanos denunciados 
Como parte de la conflictividad social en el departamento, son varios casos en que los operadores de justicia han actuado a favor de concesionarios judicializando a defensores de territorios o, en la mayoría de los casos, desatendiendo sus denuncias.

En resumen, lo identificado a la fecha, lo presentamos en el siguiente cuadro:

	Lugar
	Municipio
	Casos
	Acciones realizadas y Avances

	El Volcán 
	Santa Elena la Paz
	Operativo militar y policial y grupo paramilitar torturaron a 4 mujeres y 5 niños porque se oponen a la construcción de una hidroeléctrica.

Referente: María Felicita López
	Denuncia ante la fiscalía del ministerio público, Marcala.

	
	Santa Elena
	Gregorio Vázquez

Amenazas y persecución 
	Se presentó denuncia, el expediente no ha sido agilizado

	Valle de Ángeles
	Opatoro
	Elsa Martínez

Denunciada por Departamento de Justicia Municipal acusada por toma de calles y daños.
	Denuncia ante la fiscalía, en trámite.

	San Antonio 
	Marcala 
	Esmeralda Matute

Persecución por ser defensora de derechos humanos por denunciar proyectos impuestos sin consulta.
	Denuncia ante la fiscalía de las Etnias, en trámite.

	 Planes
	Santa María 
	Miembros del Consejo Indígena Los Laureles, fueron procesados por usurpación, Obtuvieron medidas sustitutivas a la prisión
	-Siguen presentándose a firmar en los juzgados 38 miembros del consejo (mujeres y hombres)


Conclusiones
· Una primera conclusión es que después del estudio realizado entre 2016 y 2017, la conflictividad continua siendo la concesión de territorios con sus ríos para proyectos extractivistas, ya sean hidroeléctricas o mineras.

· La demanda de tierras y titulación de tierras tribales es origen de conflictos entre municipios y constituyen la principal demanda de consejos indígenas y organizaciones campesinas.

· La posibilidad de recrudecimiento de la conflictividad social en el departamento está latente. Se vive un momento de baja tensión asociado a menores influencias políticas debido al desprestigio de las decisiones económicas de concesiones y la crisis de gobernabilidad que vive el país ante denuncias de corrupción y narcotráfico que salpican a altos funcionarios del Estado, diputados/as y militares.

· La articulación de los referentes sociales con espacios de defensa de territorios y tierra más amplio, facilita la visibilización de la problemática social y generar solidaridad de los movimientos sociales de La Paz, contribuyendo a aminorar los niveles de criminalización y represión.

· Lo anterior debe asociarse a la crisis gubernamental en general, El gobierno actual intenta actuar con precaución en la medida que se ha visto cuestionado por la comunidad internacional por la permisión del narcotráfico y los altos niveles de corrupción. Honduras ha sido señalado como un narco estado después de las revelaciones en la Corte del Distrito Sur de Nueva York donde se juzgó por narcotráfico, posesión de armas y otros ilícitos al hermano del presidente, que obviamente, tuvo complicidad de funcionarios civiles y militares para cometer sus crimines. La declaración de culpabilidad contra Juan Antonio Hernández (ex diputado del Partido Nacional y hermano de JOH) salpica a la presidencia y al gobernó en general.

· Los conflictos sociales que han surgido en el departamento de La Paz por recursos naturales se deben principalmente al concesionamiento de territorio, política de Estado prevaleciente después del Golpe de Estado del 28 de junio del 2009.

· Las concesiones a hidroeléctricas han sido la mayor causa de conflictividad en el departamento de La Paz

· Los conflictos agrarios son el resultado del incompleto proceso de reforma agraria que no resolvió la demanda de tierra de organizaciones campesinas e indígenas. La reconfiguración del modelo agrario, con la emisión de las LMDSA, perpetuo las desigualdades sociales de la población indígena y campesina, tanto en el ámbito económico como en lo social político y cultural.

· La aplicación del catastro municipal en municipios con tierras tribales, sin un enfoque de derecho indígena ni respeto a la propiedad colectiva tribal, como es el caso de La Paz, provoca conflictos entre municipios y crea tensiones entre la población indígena.

· La ausencia de voluntad política para cumplir eficientemente el Convenio 169 de la OIT, particularmente su disposición para la consulta previa e informada a los pueblos indígenas antes de conceder o intentar implementar proyectos hidroeléctricos, mineros, turísticos o cualquier otro tipo y modelo que implique impactos en los bienes comunes, generara repudio y oposición de los pueblos indígenas que se consideren afectados
.
Jesús Garza 
Nov. 2019
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� El estudio abarca todo el país, pero para fines del presente trabajo nos concentramos en lo relacionado al departamento de La Paz.


� El cultivo del maíz en Mesoamérica data desde haces 6,000 años.


� Disposición legal redactado por el Jurista Juan López de Palacios Rubio en el 1512, mediante el cual se declaraba a América, por disposición de Dios creador de toda la tierra y al Rey de España como legítimo dueño de América y que en su representación los conquistadores  tomaban la tierra y si los indígenas no aceptaban se les declaraba la guerra. 


� “La patria del Criollo” Ensayo de interpretación Histórica. Martínez Peláez Severo. EDUCA 1976


� La caballería era una medida agraria que ya se usaba en España, equivalía aproximadamente a 67 manzanas, unas 42 hectáreas.


� Barcelona, verano de 1542


� Los conquistadores poseían indígenas como esclavos, bajo el concepto que se les daba para “cristianizarlos” es decir se los encomendaban para convertirlos en hijos de Dios y adoctrinarlos en la fe cristiana.


� En León, Nicaragua, llegaron hasta el asesinato del Obispo Antonio de Valdivieso, un discípulo de Fray Bartolomé de las Casas, defensor de los indios, en febrero de 1550. 


� El repartimiento de indígenas, también llamado “mandamiento” en algunos lugares, constituyo la forma de trabajo forzado al que obligaron a los indígenas en el reino de Guatemala. 


� Mestizo es un término moderno, la legislación española les denominaba “pardos” y desde los indígenas, despectivamente, fueron denominados “ladinos” haciendo referencia, más que a sus características raciales, a sus habilidades para sobrevivir con trampas en un mundo que no les pertenecía.


� Hijos/as de españoles nacidos en América, herederos por razón de sangre de la cultura y costumbres españolas, pero también de los bienes y poder conquistados


� Se trata de semillas y plantas de tinte muy demandadas por los fabricantes de  textiles ingleses y holandeses para los colores de sus telas. Fueron cultivos importantes hasta la aparición de los tintes sintéticos, a finales del siglo XIX


� Análisis histórico de la tenencia de la tierra. Jesús Garza en estudio para la International Land Coalition/COCOCH 2008.


� Los militares en el poder sustituyeron al jefe de Estado, Oswaldo López Arellano,  acusado de haber recibido un soborno para disminuir impuestos en la exportación del banano (bananagate) por Juan Alberto Melgar Castro y cambio  la intención del plan nacional de desarrollo y la reforma agraria.


� Titulo VI Del Régimen económico,  Capitulo III de la reforma agraria.  Constitución de Honduras





� Decreto No. 31-1992


� Cultivo de maíz.


� La certificación del punto de acta la emitió la municipalidad el día 5 de diciembre del 2019, firmada y sellada por  la secretaria municipal Yohana Alvarado Recinos.


� Resumen de reportaje a aparecido en Conexionhn, 5 de febrero 2019


� Información recabada en el INA por referencias de organizaciones campesinas, especialmente de la UTC.


� La oficina del INA Comayagua constituye la regional de esta institución para el departamento de La Paz.


� Información proporcionada por CDH y líderes campesinos e indígenas del departamento.


� En declaraciones a la prensa, el 4 de octubre 2019, Armando Urtecho, director ejecutivo del COHEP, aseguro que “el 169 OIT debería ser reglamentado”. A su criterio, no se debe aplicar por no estar reglamentado. 
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